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Los 141 

  

—por Matías Acevedo— 

icen que una rana saltaría 

de inmediato al caer al agua 

hirviendo, pero si primero 

la sumerges en agua fría y 

vas elevando la temperatu- 

ra, termina cociéndose sin percatarse. 

El agua de la olla del mercado laboral se 

ha ido calentando desde hace un buen 

tiempo y, en los últimos doce meses, 

apenas se crearon 141 empleos, la cifra 

más baja sin atravesar una crisis, desde 

diciembre de 2009. 

Esta preocupante situación se ma- 

nifiesta claramente cuando nos com- 

paramos con otros países. Hace diez 

años, Chile figuraba entre los diez 

países de la OCDE con las tasas de 

desempleo más bajas; hoy nos ubica- 

mos entre los tres países con tasas de 

desempleo más altas. Asimismo, de 

los 111 países que reportan sus cifras 

de empleo al FMI, Chile se ubica den- 

tro de las 24 economías con la tasa de 

desempleo promedio más elevada en el 

periodo 2022-2024. 

En diciembre de 2024, el Banco Cen- 

tral advertía en su Informe de Políti- 

ca Monetaria (Ipom) que la dinámica 

salarial mostraba un comportamiento 

excepcional frente al estancamiento del 

empleo. Tras la recuperación de los sa- 

larios reales -impulsada por la elevada 

inflación de años previos y los ajustes 

al salario mínimo-, diversos expertos 

laborales se hicieron eco de esta in- 

quietud. A ello se suma la reducción 

legal de la jornada a 40 horas, que ha 

elevado el costo unitario por trabajador; 

factores que podrían explicar por qué 

las empresas, sobre todo las pymes, fre- 

nan nuevas contrataciones o, en el peor 

de los casos, optan por despidos para 

mantenerse a flote. 

Es bastante evidente que las causas 

de la emergencia laboral son principal- 

mente locales. Con cada alza del salario 

mínimo, cada hora menos de trabajo y 

cada costo adicional que incorporamos 

a las empresas para realizar sus inver- 

siones, subimos gradualmente la tem- 

peratura del agua. Y los efectos están a 

la vista. 

Ese desajuste golpea con especial du- 

reza a las mujeres: su desempleo llegó 

al 9,9 % (1 punto porcentual sobre el 

promedio). Esto revela cómo las medi- 

das impulsadas golpean con más fuerza 

a los sectores donde trabajan mayorita- 

riamente mujeres. Al mismo tiempo, el 

retraso en la sala cuna universal se con- 

vierte en un obstáculo para recuperar 

su participación laboral. 

Con este panorama, resulta preocu- 

pante que el gobierno y los programas 

presidenciales promuevan iniciativas 

que profundicen la actual emergencia 

laboral. Por ejemplo, la negociación 

ramal, que estandariza convenios co- 

lectivos por sector sin ajustar según el 

tamaño de la empresa, puede asfixiar a 

las micro y pequeñas firmas, obligán- 

dolas a aplicar cláusulas pensadas para 

grandes corporaciones. 

De igual modo, fijar un “salario vital” 

de $750 000, muy por encima de los 

niveles de mercado y sin vinculación 

gradual con la productividad, termina- 

rá excluyendo del empleo formal a los 

trabajadores de menor calificación. Al 

imponer un piso salarial tan elevado, 

muchas empresas pierden capacidad 

para crear nuevos puestos, se fomenta 

la informalidad y un porcentaje impor- 

tante de la población queda sin oportu- 

nidades laborales. 

En el empleo neto, lamentablemente 

solo 141 personas mejoran su situación 

respecto al año anterior. Nuestro mer- 

cado está en una emergencia y las cau- 

sas son internas: 900 000 desemplea- 

dos y 240 000 puestos de trabajo para 

alcanzar niveles de ocupación prepan- 

demia, con un impacto especialmente 

preocupante en las mujeres. Si no an- 

clamos los salarios a la productividad y 

al ciclo económico, con un mercado la- 

boral más flexible, terminaremos como 

la rana que ignora el agua hasta que 

hierve. Apaguemos ya el fuego que ele- 

va los costos y rigidiza nuestro alicaído 

mercado laboral. 

Académico de la Universidad de los An- 

des y miembro del Instituto Libertad.   
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Integridad sin 
fronteras 

  

—por Tamara Agnic— 

n un mundo interconectado, 

donde el dinero y las decisio- 

nes atraviesan fronteras en 

segundos, la lucha contra los 

delitos económicos ya no pue- 

de ser entendida como un esfuerzo pura- 

mente nacional. La corrupción, el sobor- 

no transnacional, el lavado de activos y 

la evasión fiscal no conocen de fronteras. 

Y si los delitos operan sin límites, la res- 

puesta debe ser contundente. 

En este contexto, organismos multi- 

laterales como la OCDE han promovi- 

do estándares globales de integridad 

que no son simples aspiraciones éticas, 

sino verdaderos pilares para el desarro- 

llo económico sostenible. Principios 

como la responsabilidad empresarial, la 

transparencia en los flujos financieros, 

la protección efectiva de denunciantes y 

la persecución penal del soborno inter- 

nacional son hoy componentes esencia- 

les de cualquier sistema que aspire a ser 

parte de la economía global moderna. 

Uno de los desafíos más frecuentes en 

América Latina -y también en Chile- es 

la tendencia a reducir el compliance a 

su dimensión más básica: el cumpli- 

miento legal mínimo o la implementa- 

ción de un modelo de prevención de de- 

litos centrado exclusivamente en evitar 

sanciones penales (Ley 20.393 y su re- 

ciente modificación por la Ley 21.595). 

Esta mirada reduccionista no solo limi- 

ta la efectividad de los programas, sino 

que invisibiliza la verdadera esencia del 

compliance como cultura organizacio- 

nal, basada en la ética, la rendición de 

cuentas y la gestión proactiva de ries- 

gos. Desvirtuar su propósito es, en la 

práctica, restarle valor a los estándares 

que promueve la OCDE y empobrecer 

las herramientas con las que contamos 

para prevenir conductas que dañan la 

economía y la convivencia social. 

¿Por qué es tan importante que estos 

principios se traduzcan en prácticas 

reales? Porque los delitos económi- 

cos no solo desvían recursos públicos, 

también debilitan la confianza insti- 

tucional, distorsionan la competen- 

cia y abren espacio para la captura del 

Estado y de empresas privadas por in- 

tereses ilegítimos. Las organizaciones 

con gobernanza deficientes pueden ser 

utilizadas -con o sin conocimiento de 

sus directivos- para facilitar sobornos, 

lavar activos o canalizar fondos ilícitos. 

El crimen organizado no actúa al mar- 

gen, sino que se infiltra en estructuras 

formales para dar apariencia de legali- 

dad al dinero del delito. Y cuando eso 

ocurre, lo que está en juego no es solo la 

justicia, sino el desarrollo económico y 

social de comunidades enteras. 

Chile ha hecho avances importantes, 

pero también enfrenta desafíos estruc- 

turales. La cooperación internacional, 

el intercambio de información finan- 

ciera, el fortalecimiento de las unidades 

de inteligencia y la articulación entre el 

sector público y privado son pasos in- 

eludibles si queremos que las promesas 

de transparencia se conviertan en rea- 

lidades institucionales. Pero también lo 

es avanzar hacia empresas más cons- 

cientes del entorno en el que operan, 

con sistemas de compliance que vayan 

más allá del “checklist” legal, capaces 

de detectar riesgos, frenar abusos y for- 

talecer las defensas éticas de sus pro- 

pias estructuras. Ser parte de sistemas 

globales de integridad no debiera ver- 

se como una imposición externa, sino 

como una decisión estratégica. 

En el mundo de hoy, la integridad no 

es solo un valor: es una condición, sin la 

cual no es posible construir un desarro- 

llo económico sólido, confiable y sos- 

tenible. Esa infraestructura se constru- 

ye con puentes, no con murallas; con 

coordinación, no con improvisación. 

Y sobre todo, con un compromiso que 

trascienda gobiernos y ciclos electora- 

les. 

Es importante pertenecer a la OCDE, 

pero lo es mucho más ser OCDE. Y eso 

implica encarnar principios de integri- 

dad, transparencia y responsabilidad en 

cada rincón del sistema y en cada em- 

presa, porque son precisamente esas es- 

tructuras las que el crimen organizado 

busca vulnerar. 

Directora de empresas y socia de Eticola- 

bora.
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